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POR LA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA CREAR LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN 

DELITOS AMBIENTALES. 

Del senador Miguel Ángel Lucero Olivas y la senadora Geovanna del Carmen Bañuelos de la Torre, integrantes del 

Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 55, numeral II y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración de la Comisión Permanente la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman el artículo 11, y se adicionan la fracción 

VII del artículo 14, recorriéndose las subsecuentes, y un artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General de la República, para crear la Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales, conforme a la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

La primera moción del derecho a un medio ambiente sano llegó a través del principio 1o. de la Declaración de 

Estocolmo, producto de la cumbre sobre el medio humano, en la cual nuestro país tomo parte, y la Declaración de 

Río de Janeiro que en su principio 1o. ratifica este precepto. 

El sustento de la política ambiental y, por ende, de la persecución de los delitos ambientales se encuentra 

establecida en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 4o. señala que toda persona 

tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. Siendo este derecho garantizado por el 

Estado, y cualquier daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo 

dispuesto por la ley. 

Lo anterior se ve reforzado por lo establecido en el e artículo 25 constitucional que incorpora el concepto de 

sustentable (sostenible), con lo cual se establece la base constitucional del desarrollo sustentable (sostenible) en 

nuestro país. De hecho, derivado de los artículos 25, sexto párrafo; 26; 27, tercer párrafo, y 73, fracciones XVI, 4ª 

y XXIX-G, así como de los artículos 115 y 124 de la Constitución, se crearon normas secundarias que regulan la 

conducta humana y social frente a los recursos naturales y los ecosistemas, y se establece la competencia y 

participación de los gobiernos estatales y municipales en la temática ambiental. 

Los ordenamientos jurídicos del derecho constitucional mexicano han incluido la protección ambiental desde el 

Constituyente de 1917, al incorporar en el artículo 27 el tema de la conservación de los recursos naturales y 

consagrar el principio de función social de la propiedad y, en 1987, al reformarse el artículo 73, cristalizar la 

reforma ecológica. 

Las normas se regían, en 1971, por el derecho a la salud para garantizar la seguridad y sobrevivencia del ser 

humano, por lo cual se reformaron los artículos constitucionales 27, tercer párrafo, y 73, y se expidió la Ley 

Federal para prevenir y controlar la Contaminación Ambiental que dio atribuciones al Consejo General de 

Salubridad para dictar las medidas conducentes. Para garantizar el imperio del interés público y social en la 

procuración de un ambiente limpio y sano se dio peso punitivo a la Ley Federal de Protección al Ambiente. 

Aunado a lo anterior, se han creado la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y a las 

Leyes Forestal, General de Bienes Nacionales y General de Vida Silvestre, que hoy nos rigen. 

Cabe señalar que los principios ambientales en México se establecen fundamentalmente en la LGEEPA, sin 

embargo, ésta se complementa con diversas leyes y reglamentos específicos de otros ámbitos como lo hemos 

señalado. 
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En el ámbito de la responsabilidad ambiental de carácter penal, existen también diversas disposiciones de los 

Códigos Penal Federal y Federal de Procedimientos Penales entre los que destacan el Título Vigésimo Quinto, 

delitos contra el ambiente y la gestión ambiental. Capítulo primero, de las actividades tecnológicas y peligrosas, 

artículos 414, 415 y 416. Capítulo Segundo, de la biodiversidad, artículos 417, 418, 419, 420 y 420 Bis. Capítulo 

tercero, de la bioseguridad, artículos 420 Ter. Capítulo cuarto, delitos contra la gestión ambiental, artículo 420 

Quáter. Así como el Capítulo Quinto, disposiciones comunes a los delitos contra el ambiente, artículos 421, 422 y 

423. 

Delitos ambientales en México 

De acuerdo con el informe de la situación del medio ambiente en México, realizado por la Semarnat en 2015, se 

señala que el cambio climático, la pérdida de los ecosistemas y de su biodiversidad, así como la escasez y 

contaminación de los recursos hídricos son de gran importancia y la necesidad de actuar se vuelve urgente ya que 

estos problemas afectan actualmente no sólo la esfera ambiental, sino también aspectos sociales y económicos. 

Entre los avances alcanzados en los años 2010-2015 están que los costos económicos por el agotamiento de los 

recursos y la degradación ambiental se redujeron cerca de 9 por ciento en los últimos tres años; la tasa de 

deforestación sigue disminuyendo, alcanzando las 92 mil hectáreas anuales en el periodo 2010-2015; la superficie 

nacional que cuenta con un instrumento de conservación, recuperación o manejo sostenible es ya cercana al 50 por 

ciento; en estos tres últimos años, el número de ANP con programas de manejo creció de 66 a 103, alcanzando 67 

por ciento de la superficie protegida; la cobertura de agua potable y saneamiento básico alcanzó en 2015 al 95.3 y 

92.8 por ciento de la población, respectivamente; el tratamiento de aguas creció en 13 por ciento entre 2012 y 

2015, alcanzando cerca del 53 por ciento de las aguas residuales que se generan; y el número de Programas de 

Gestión para Mejorar la Calidad del Aire (ProAire) aumentó de 8 a 14 de 2012 a la fecha, además de que seis más 

se encuentran en elaboración. México también ha consolidado su liderazgo mundial en temas como biodiversidad y 

cambio climático. Sin embargo, también hay rubros en los que los avances son aún insuficientes y por ello la 

importancia de dar cuenta a la sociedad, de manera transparente y objetiva, del estado del ambiente y de los 

esfuerzos que se realizan y los resultados que se han obtenido. 

Según el informe de actividades 2017 de la Profepa, las denuncias recibidas en ese año fueron 5 mil 461 de las 

cuales 3 mil 487 (63.9 por ciento) fueron admitidas por la Procuraduría y las mil 974 (36.1 por ciento) restantes no 

se admitieron y se canalizaron por ser de competencia de otras autoridades (federales, estatales, municipales o de la 

Ciudad de México). 

Del total de las 5 mil 461 denuncias recibidas, en términos absolutos se concluyeron 3 mil 721 (68.1 por ciento); de 

las 3 mil 487 denuncias competencia de esta institución fueron concluidas mil 747 (50.1 por ciento). De las 

denuncias recibidas a nivel nacional en 2017, las materias más denunciadas fueron: forestal con 2 mil 91 

denuncias, fauna 704; ordenamiento ecológico e impacto ambiental 704, y contaminación a la atmósfera con 568 

denuncias. En la siguiente gráfica se muestra la distribución por recurso afectado de las denuncias populares 

recibidas durante 2017. 

Tipos de delitos ambientales 

Los delitos ambientales están tipificados en el Código Penal Federal a partir del artículo 414 en donde también se 

plasma la imposición de penas y multas las cuales aumentan o disminuyen dependiendo si se lleva a cabo el delito 

en un área natural protegida o en zonas urbanas. 

El Código Penal señala como delitos ambientales las siguientes actividades: 



 

 
Fuente: ”http://www.diputados.gob.mx/” 

Artículo 344. Se le impondrán de 1 a 5 años de prisión y de 300 a 1,500 días multa, a quien ilícitamente 

descargue o deposite hasta tres metros cúbicos, en cualquier estado físico, excepto líquido que se establece en el 

artículo 346 de este mismo capítulo, residuos de la industria de la construcción en: 

I. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad con 

las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables; 

III. Una barranca; 

IV. Una zona de recarga de mantos acuíferos; o 

V. Un área verde en suelo urbano. 

Se le impondrán de 3 a 9 años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, a quien ilícitamente descargue o deposite 

más de tres metros cúbicos, en cualquier estado físico, excepto líquido, residuos de la industria de la 

construcción en las zonas o áreas descritas en las fracciones anteriores. 

Cuando una o más de las conductas descritas en el presente artículo resulte cometida a nombre, bajo el amparo o 

a beneficio de una persona moral, a ésta se le impondrá la consecuencia jurídica accesoria consistente en la 

prohibición de realizar determinados negocios u operaciones hasta por 5 años, independientemente de la 

responsabilidad en que hubieren incurrido las personas físicas por el delito cometido. 

Artículo 344 Bis. Se le impondrán de seis meses a cinco años de prisión y de 500 a 2,000 días multa, a quien 

ilícitamente extraiga suelo o cubierta vegetal por un volumen igual o mayor a dos metros cúbicos, de: 

I. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad con 

las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables; 

III. Una barranca; o 

IV. Un área verde en suelo urbano. 

Artículo 345. Se le impondrán de dos a cinco años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, a quien ilícitamente 

ocasione uno o más incendios que dañen: 

I. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad con 

las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables; 
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III. Una barranca; o 

IV. Un área verde en suelo urbano. 

Las penas previstas en este artículo se aumentarán en una mitad cuando el área afectada sea igual o mayor a 

cinco hectáreas o se afecten recursos forestales maderables en una cantidad igual o mayor a mil metros cúbicos 

rollo total árbol. 

Artículo 345 Bis. Se le impondrán de tres meses a cinco años de prisión y de 500 a 2,000 días multa, al que 

ilícitamente derribe, tale u ocasione la muerte de uno o más árboles. 

Las penas previstas en este artículo se duplicarán cuando uno a más de las conductas descritas en el párrafo 

anterior se desarrolle en un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, 

de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

Cuando una o más de las conductas descritas en el presente artículo resulte cometida a nombre, bajo el amparo o 

a beneficio de una persona moral, a ésta se le impondrá la consecuencia jurídica accesoria consistente en la 

prohibición de realizar determinados negocios u operaciones hasta por 5 años, independientemente de la 

responsabilidad en que hubieren incurrido las personas físicas por el delito cometido. 

Artículo 346. Se le impondrán de 2 a 6 años de prisión y de 1,000 a 5,000 días multa, a quien ilícitamente: 

I. Emita gases o partículas sólidas o líquidas a la atmósfera, provenientes de fuentes fijas ubicadas en el Distrito 

Federal o de fuentes móviles que circulan en el Distrito Federal; 

II. Descargue, deposite o infiltre aguas residuales, residuos sólidos o industriales no peligrosos, líquidos 

químicos o bioquímicos; 

III. Descargue, deposite o infiltre residuos sólidos, líquidos o industriales de manejo especial, conforme a lo 

previsto en las disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito Federal; 

IV. Genere emisiones de energía térmica o lumínica, olores, ruidos o vibraciones, provenientes de fuentes fijas 

ubicadas en el Distrito Federal o de fuentes móviles que circulan en el Distrito Federal; 

V. Realice actividades riesgosas de las previstas en las disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito Federal; 

VI. Genere, maneje o disponga residuos sólidos o industriales no peligrosos conforme a lo previsto en las 

disposiciones jurídicas aplicables en el Distrito Federal. 

Las penas previstas en este artículo se impondrán siempre que se ocasionen daños a la salud de las personas o 

uno o más ecosistemas o sus elementos y se aumentarán en una mitad cuando las conductas descritas en las 

fracciones anteriores se realicen dentro de: 

a. Un área natural protegida o área de valor ambiental de competencia del Distrito Federal, de conformidad con 

las disposiciones jurídicas aplicables; 

b. El suelo de conservación en términos de lo establecido en el programa o programas de ordenamiento 

ecológico del Distrito Federal aplicables, así como lo establecido en el Programa o Programas de Desarrollo 

Urbano aplicables; 
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c. Una barranca; 

d. Una zona de recarga de mantos acuíferos; o 

e. Un área verde en suelo urbano. 

Cuando una o más de las conductas descritas en el presente artículo resulte cometida a nombre, bajo el amparo o a 

beneficio de una persona moral, a ésta se le impondrá la consecuencia jurídica accesoria consistente en la 

prohibición de realizar determinados negocios u operaciones hasta por 5 años, independientemente de la 

responsabilidad en que hubieren incurrido las personas físicas por el delito cometido. 

Quien investiga los delitos ambientales 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa) es un órgano administrativo desconcentrado de la 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) con autonomía técnica y operativa. Su nacimiento 

data del 4 de junio de 1992. 

La Profepa tiene como objeto principal incrementar los niveles de observancia de la normatividad ambiental, a fin 

de contribuir al desarrollo sustentable y hacer cumplir las leyes en materia ambiental. 

Cuyos objetivos primordialmente son contener la destrucción de nuestros recursos naturales y revertir los procesos 

de deterioro ambiental; procurar el pleno acceso de la sociedad a la impartición de una justicia ambiental pronta y 

expedita; lograr la participación decidida, informada y responsable de los miembros de la sociedad y de sus 

organizaciones, en la vigilancia e inducción del cumplimiento de la ley ambiental; fortalecer la presencia de la 

Procuraduría y ampliar su cobertura territorial, con criterio federalista y construir una institución moderna y 

eficiente, bajo criterios de honestidad, transparencia y confiabilidad, que permitan crear una nueva imagen ante la 

sociedad. 

La labor de la Procuraduría Federal de la Protección al Ambiente (Profepa) será la de brindar asistencia técnica a 

través de inspectores federales, los cuales son habilitados por el Representante Social de la Federación con el 

carácter de peritos en materia de materiales y residuos peligrosos e impacto ambiental, siendo entonces que previo 

análisis de las constancias documentales que integran la averiguación previa y de los resultados de laboratorio se 

determinarán las características de la sustancia en cuestión, así como el daño o riesgo causado al ambiente, la flora, 

fauna, ecosistemas, según sea el caso. 

Actualmente la Fiscalía General de la República cuenta con la Unidad Especializada en Investigación de Delitos 

contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales (UEIDAPLE), adscrita a la Subprocuraduría de Investigación 

Especializada en Delitos Federales, en el ámbito de su competencia, a través de agentes del Ministerio Público de 

la Federación que se encargan de representar a la sociedad en la investigación y persecución de delitos del fuero 

federal, con apego a los principios de legalidad, honradez, eficacia, seguridad y certeza jurídica, que permita una 

estructura funcional de procuración de justicia, garantizando el desarrollo integral del Estado de Derecho.1 

?Además de ello, la UEIDAPLE dentro de sus funciones se encarga de investigar los delitos previstos en la Ley 

Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos. La finalidad de creación de la citada 

ley es proteger, conservar y restaurar los monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, así como las zonas de 

monumentos de nuestro país. 

Lejos de beneficiar el trabajo en favor de la presentación del medio ambiente y la persecución de los delitos 

ambientales de carácter federal, esta dualidad de la UEIDAPLE diluye sus capacidades, aumentando la carga de 
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trabajo de los ministerios públicos de la unidad, y provoca que los recursos materiales, financieros y humanos con 

los que cuenta dicha unidad, se dispersen, reduciendo la efectividad e impacto de sus acciones. 

Asimismo, consideramos que la dualidad de las acciones que por su mandato debe realizar UEIDAPLE, limita la 

conformación de un cuerpo de servidores públicos especializados en la materia ambiental, pues al tener que 

realizar la representación ante los múltiples tipos de delitos ambientales; y además encargarse de realizar la 

representación social ante delitos al patrimonio cultural, artístico, arqueológico e histórico, se provocan incentivos 

negativos que evitan la especialización y profesionalización profunda de los representantes sociales en la materia 

ambiental. 

Por todo lo expuesto, es urgente crear la Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales, que cuente con el 

presupuesto y el personal calificado que permita un combate eficaz desde el ámbito de la procuración de justicia. 

La Fiscalía Especializada en Delitos ambientales que proponemos, deberá presentar anualmente ante el Senado de 

la República un informe sobre actividades sustantivas y sus resultados, el cual será público, en términos de lo 

previsto en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás disposiciones aplicables 

en la materia. 

Finalmente, para explicar el sentido y alcance de las reformas propuestas, se presenta un cuadro comparativo entre 

la legislación vigente y la presente propuesta de reforma a los artículos 11, fracción VII del artículo 14, 

recorriéndose las subsecuentes, y se adiciona un artículo 30 Bis de la ley Orgánica de la Fiscalía General de la 

República: 
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Por los motivos antes expuestos, someto a esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 11, se adicionan la fracción VII del artículo 14, recorriéndose las 

subsecuentes, y un artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República , para crear la 

Fiscalía Especializada en materia de Delitos Ambientales 

Artículo Único. Se reforma el artículo 11, se reforma la fracción VII del artículo 14, recorriéndose las 

subsecuentes, y se adiciona un artículo 30 Bis de la ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, para 

quedar como sigue: 

Artículo 11. Órganos a cargo de la función fiscal 

La representación de la Fiscalía General de la República corresponde a los siguientes órganos: 

I. Titular de la Fiscalía General de la República; 

II. Titulares de la Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos, de la Fiscalía Especializada de 

Delitos Electorales, de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, de la Fiscalía Especializada de 

Asuntos Internos y Fiscalía Especializada en Delitos ambientales . 

III. Titulares de las Fiscalías Especializadas; 

(...) 

Artículo 14. De la Estructura de la Fiscalía General de la República 
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La Fiscalía General de la República tendrá la siguiente estructura: 

I. Fiscal General; 

II. Coordinación General; 

III. Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos; 

IV. Fiscalía Especializada en Delitos Electorales; 

V. Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; 

VI. Fiscalía Especializada de Asuntos Internos; 

VII. Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales; 

VIII. Coordinación de Investigación y Persecución Penal; 

IX. Coordinación de Métodos de Investigación; 

X. Coordinación de Planeación y Administración; 

XI. Órgano Interno de Control; 

XII. Centro de Formación y Servicio Profesional de Carrera; 

XIII. Órgano de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, y 

XIV. Las Fiscalías, órganos o unidades que determine la persona titular de la Fiscalía General, a través de 

acuerdos generales, de conformidad con la presente Ley y su Reglamento, y acorde con el Plan de Persecución 

Penal. 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 

(...) 
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Artículo 30 Bis. Funciones de la Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales. 

La Fiscalía Especializada en Delitos ambientales tendrá bajo su cargo la investigación, prevención y 

persecución de los delitos contenidos en el Titulo Vigésimo Quinto, Delitos Contra el Ambiente y la Gestión 

Ambiental, Capítulo I al V, artículos 414 al 423 del Código Penal Federal, y en cualquier otro ordenamiento 

legal en la materia. Deberá informar mensualmente al titular de la Fiscalía General de la República sobre la 

cantidad y naturaleza de las denuncias recibidas, el estado de las investigaciones, así como las 

determinaciones o procesos según sea el caso. 

Igualmente, de forma anual, presentará ante el Senado de la República y al Comité Coordinador del 

Sistema Nacional Anticorrupción, este último sólo en los casos en que exista correlación entre los delitos 

ambientales y posibles actos de corrupción cometidos desde la función pública, un informe sobre actividades 

sustantivas y sus resultados, el cual será público, en términos de lo previsto en la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás disposiciones aplicables en la materia. 

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor ciento ochenta días después de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación, a efecto de llevar a cabo los ajustes presupuestales y de personal necesarios dentro de la Fiscalía 

General de la República para la implementación y funcionamiento de la Fiscalía Especializada en Delitos 

Ambientales. 

Segundo. A partir del año fiscal siguiente a la publicación del presente decreto, la Cámara de Diputados deberá 

considerar dentro del Presupuesto de Egresos de la Federación el presupuesto destinado al funcionamiento y 

operación de la Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que contravengan el presente. 

Nota 

1 https://www.gob.mx/fgr/acciones-y-programas/ 

unidad-especializada-en-investigacion-de-delitos-contra-el-ambiente-y-previstos-en-leyes-especiales 

Dado en el recinto de la Comisión Permanente del honorable Congreso de la Unión, en la Cámara de Diputados, a 

dieciocho de diciembre de dos mil diecinueve. 

Senadores: Miguel Ángel Lucero Olivas, Geovanna del Carmen Bañuelos de la Torre (rúbricas) 


